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SUGERENCIAS 

La Comisión de Asuntos Jurídicos pide a la Comisión de Asuntos Constitucionales, 

competente para el fondo, que incorpore las siguientes sugerencias en la propuesta de 

Resolución que apruebe: 

1. Hace hincapié en la gran importancia que reviste el refuerzo de la legitimidad, de la 

rendición de cuentas y de la eficacia de las instituciones de la UE, así como del nivel de 

confianza entre los ciudadanos de la UE, y considera que, para lograr este objetivo, es 

fundamental establecer unas normas de buena administración de la UE que permitan dar 

una respuesta rápida, clara y visible a las preocupaciones de los ciudadanos; 

2. Subraya que, aunque el artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la 

Unión Europea establece el derecho a una buena administración, por el que todas las 

personas tienen derecho a que las instituciones, órganos y organismos de la Unión traten 

sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable, y también incluye 

el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome en contra suya una medida 

individual, el derecho a acceder a los expedientes dentro del respeto de los intereses 

legítimos de la confidencialidad y del secreto profesional y comercial y la obligación que 

incumbe a la administración de motivar sus decisiones, la falta de un conjunto coherente y 

exhaustivo de normas codificadas de Derecho administrativo dificulta la comprensión por 

parte de los ciudadanos de sus derechos administrativos en virtud del Derecho de la 

Unión, lo que les impide poder beneficiarse plenamente de esos derechos y acceder a ellos 

con facilidad; considera que la transparencia resulta indispensable para que los ciudadanos 

entiendan mejor el proceso de toma de decisiones en la Unión, así como para aumentar su 

confianza en las instituciones de la UE; 

3. Considera que una legislación europea sobre procedimientos administrativos aplicable a 

las instituciones, órganos y organismos de la UE en sus relaciones con el público 

contribuiría al logro de un nivel elevado de transparencia y de rendición de cuentas, 

aumentaría la confianza de los ciudadanos en una administración de la UE abierta, eficaz e 

independiente por lo que respecta a sus derechos y reforzaría sus derechos procesales 

frente a las instituciones de la UE; 

4. Recuerda, en este sentido, que, en su Resolución de 15 de enero de 2013, aprobada por 

una mayoría aplastante, el Parlamento pidió la adopción de un Reglamento sobre una Ley 

de Procedimiento Administrativo de la Unión Europea; lamenta que la Comisión no haya 

tomado ninguna medida al respecto; pide nuevamente a la Comisión que presente una 

propuesta con una serie de normas claras y vinculantes para la administración de la UE 

sobre la base del artículo 298 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 

(TFUE), que prevé apertura, eficacia e independencia para dicha administración, así como 

en virtud de los principios generales del Derecho de la UE según se especifican en la 

jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE); recuerda que, según 

lo previsto en el artículo 10, apartado 3, y en el artículo 11, apartado 2, del Tratado de la 

Unión Europea (TUE), así como en el artículo 15 del TFUE, la transparencia constituye el 

fundamento democrático de la Unión Europea; 

5. Considera que el Parlamento y el Consejo deben aceptar obligaciones más amplias en 

materia de transparencia, en particular por lo que respecta a los diálogos tripartitos y los 

procedimientos de conciliación; recuerda la necesidad de reforzar la transparencia de las 
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negociaciones legislativas y hace hincapié en la importancia de publicar el progreso 

realizado en las negociaciones tras cada diálogo tripartito, así como de optar por un 

mandato plenario para el equipo de negociación del Parlamento con el fin de mejorar la 

transparencia en los acuerdos en primera lectura, alcanzados normalmente en los diálogos 

tripartitos; 

6. Considera que una cultura proactiva de transparencia que promueva el Estado de Derecho 

precisa de mecanismos claros y eficaces para la prevención y la gestión de conflictos de 

intereses en el seno de las instituciones y órganos consultivos de la UE; lamenta, a este 

respecto, la falta de un código de conducta común para el Consejo Europeo, lo que hace 

difícil evaluar si se preserva la integridad y se sanciona una posible conducta indebida, y 

pide al Consejo Europeo que introduzca unas normas exhaustivas en materia de integridad 

para su presidente y su gabinete; insta al Consejo a que revise su política de acceso a los 

documentos y la adapte a la disposición correspondiente de la Carta de los Derechos 

Fundamentales. 

7. Recuerda la importancia del acceso a los documentos, por lo que pide una reforma 

ambiciosa del Reglamento (CE) n.º 1049/2001 y lamenta el punto muerto en el que se 

encuentra la revisión en el Consejo; toma nota de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea, especialmente de los asuntos C-39/05 P y C-52/05 P, en los que el 

Tribunal ha establecido una diferencia entre los documentos de procedimientos 

legislativos y los de procedimientos administrativos al examinar los requisitos que rigen la 

publicación de documentos en el marco del procedimiento legislativo; recuerda que, al 

concederse acceso a los documentos, deben respetarse las normas sobre protección de 

datos; 

8. Destaca que, en el marco de los trabajos por una mayor transparencia de las instituciones 

de la UE, también debe llevarse a cabo una revisión del código de conducta del 

Parlamento Europeo; considera que esta revisión debe incluir obligatoriamente la 

prohibición del ejercicio, por parte de los diputados al Parlamento Europeo, de actividades 

profesionales paralelas que puedan generar, sin lugar a dudas, un conflicto de intereses; 

observa asimismo que, para evitar los conflictos de intereses, se ha de prohibir 

terminantemente la remuneración de los colaboradores de los diputados al Parlamento 

Europeo por parte de representantes de grupos de interés; 

9. Lamenta la falta de control de la integridad y/o los intereses financieros de los 

representantes nacionales en el Consejo de la Unión Europea, y de su Presidencia, e insta 

al Consejo a que introduzca un código ético específico, con sanciones incluidas, que 

aborde los riesgos concretos que afectan a los delegados nacionales; 

10. Pide al Consejo que adopte códigos de conducta exhaustivos, que aborden los conflictos 

de intereses y prevean herramientas eficaces para prevenir y sancionar los 

comportamientos inadecuados, destinados a los miembros y el personal de los dos órganos 

consultivos de la UE, a saber, el Comité de las Regiones y el Comité Económico y Social 

Europeo; 

11. Pide a las agencias de la UE que adopten directrices para la elaboración de una política 

coherente en materia de prevención y gestión de conflictos de intereses dirigida a los 

miembros de los consejos de administración y a los directores, a los expertos de los 

comités científicos y a los miembros de salas de recursos, así como que adopten y 
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apliquen una política clara en materia de conflictos de intereses, en virtud de lo previsto 

en la hoja de ruta para el seguimiento del Planteamiento Común aplicado a las agencias 

descentralizadas de la UE; 

12. Propone una comprobación, no solo formal, sino también de fondo, por parte de la 

Comisión de Asuntos Jurídicos del Parlamento Europeo de las declaraciones de intereses 

financieros de los comisarios propuestos, de modo que puedan evitarse posibles conflictos 

de intereses; se congratula de que el Defensor del Pueblo Europeo haya pedido a la 

Comisión Europea que refuerce sus procesos de análisis de los casos de «puertas 

giratorias» con vistas a evitar conflictos de intereses; pide en concreto que se aplique 

plenamente el artículo 16 del Estatuto de los funcionarios; recuerda que el Parlamento, en 

su Resolución, de 8 de septiembre de 2015, sobre los procedimientos y las prácticas 

relativos a las audiencias de los comisarios: lecciones del procedimiento de 20141, expresó 

su opinión de que «la confirmación por la Comisión de Asuntos Jurídicos de la 

inexistencia de conflictos de intereses, basándose en un análisis sustancial de las 

declaraciones de intereses económicos, es un requisito previo indispensable para que se 

celebre la audiencia de la comisión competente» (apartado 4), y, por consiguiente, la 

Comisión de Asuntos Jurídicos debe establecer algunas pautas «en forma de 

recomendación o informe de propia iniciativa, con el fin de facilitar el proceso de reforma 

de los procedimientos relativos a las declaraciones de intereses de los comisarios» 

(apartado 13); 

13. Está convencido de que, en las relaciones con los representantes de los grupos de interés, 

la introducción de un registro de transparencia vinculante con la participación de la 

Comisión, el Consejo y el Parlamento es indispensable para conseguir un nivel mínimo de 

transparencia legislativa; 

14. Considera, por último, que una protección eficaz de los denunciantes de irregularidades 

contribuiría tanto al interés público como a la responsabilidad democrática en las 

instituciones europeas; pide a la Comisión que elabore un marco normativo específico 

para dichos denunciantes, con el fin de preservar la confidencialidad de su identidad y 

protegerlos de todas las formas de represalia; recuerda que el Parlamento ha pedido a la 

Comisión que estudie la posibilidad de crear un programa europeo de protección de los 

denunciantes y acoge con satisfacción la investigación del Defensor del Pueblo Europeo 

sobre el cumplimiento por parte de las instituciones de la UE de su obligación de dotarse 

de normas internas sobre la denuncia de irregularidades; señala la conclusión del Defensor 

del Pueblo de que la mayoría de las instituciones de la UE aún no han aplicado 

correctamente las normas sobre la protección de los denunciantes, tal como se solicitó a 

raíz de la reforma del Estatuto de los funcionarios en 2014; pide que todas las 

instituciones de la UE que aún no lo hayan hecho adopten urgentemente normas internas 

relativas a la denuncia de irregularidades y que acuerden un enfoque común respecto de 

las obligaciones que les incumben. 

                                                 
1 Textos Aprobados, P8_TA(2015)0287. 
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